María Rubiela Henao Aristizábal vs Colpensiones. 66001-31-05-001-2017-00302-01

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
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TEMAS:
PENSIÓN DE JUBILACIÓN / DOCENTES / COMPATIBILIDAD CON LAS PRESTACIONES DEL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES / CUANDO NO SE FINANCIAN CON LOS MISMOS RECURSOS NI SE GENERAN POR SERVICIOS PRESTADOS AL MISMO EMPLEADOR.
… los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales que se vincularon al sector público con antelación al momento en que entró a regir la Ley 812 de 2003, siguen sujetos al régimen pensional exceptuado de que trata la Ley 91 de 1989, en virtud del cual pueden optar, previo cumplimiento de requisitos, por una pensión vitalicia de jubilación a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, las respectivas entidades territoriales o las cajas de previsión…
Estos últimos, que además ejercieron la docencia en el sector privado y efectuaron aportes al ISS con antelación y/o luego de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, y/o lo hicieron a una administradora del régimen de ahorro individual con solidaridad a partir del momento en que empezó a regir el Sistema General de Pensiones, tienen derecho a derivar también de este régimen legal la pensión de vejez, puesto que, en la hipótesis que se está desarrollando, el régimen pensional del Magisterio es un paradigma jurídico totalmente ajeno e independiente al que se acaba de hacer referencia, razón por la cual sus prestaciones, al tener una fuente autónoma, son compatibles con las que se tienen previstas en la Ley 100 de 1993. Así lo establece el inciso 2º del artículo 279 ibídem…

… la Caja Nacional de Previsión Social EICE únicamente tuvo en cuenta los 11265 días de servicios (31.29 años) prestados por la señora Henao Aristizábal como docente al servicio del Departamento del Valle del Cauca entre el 16 de septiembre de 1971 y el 30 de diciembre de 2002, sin que en él se incluyeran los servicios prestados y cotizados por ella a favor del SENA y de la Asociación Mutual Integral…; por lo que, tal y como se explicó precedentemente, las prestaciones que se generen con los aportes hechos al Sistema General de Pensiones, resultan compatibles con la referida pensión de jubilación, pues como surge de manera diáfana, ambas prestaciones económicas no fueron financiadas con los mismos recursos ni se sustentaron en servicios prestados a favor de los mismos empleadores.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

Hoy, 9 de marzo de dos mil veinte, siendo las ocho de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por las partes, así como el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 3 de mayo de 2019, dentro del proceso que promueve la señora MARÍA RUBIELA HENAO ARISTIZÁBAL en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2017-00302-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora María Rubiela Henao Aristizábal que la justicia laboral declare que es beneficiaria del régimen de transición dispuesto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y que cumple con los requisitos establecidos en el Acuerdo 049 de 1990 y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la pensión de vejez a partir del 1º de abril de 2011, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 o en su defecto la indexación de las sumas reconocidas, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Refiere que: Nació el 7 de febrero de 1950, por lo que los 55 años de edad los cumplió en la misma calenda del año 2005; a través de la resolución Nº 2460 de 28 de enero de 2004 se le reconoció la pensión de jubilación por haber prestado 20 años de servicios en el magisterio; en el año 1976 se afilió al régimen de prima media con prestación definida, dentro del cual alcanzó a cotizar 1002 semanas, de las cuales más de 750 fueron consignadas a 29 de julio de 2005; después de solicitar el reconocimiento de la pensión de vejez, el extinto ISS mediante la resolución Nº 3095 de 5 de junio de 2012 se la negó bajo el argumento de estar percibiendo una pensión a cargo de Cajanal por sus 20 años de servicios al Magisterio; el 19 de noviembre de 2013 solicitó reactivación del expediente, solicitando nuevamente el reconocimiento y pago de la pensión de vejez, pero en la resolución Nº GNR268033 de 25 de julio de 2014, se la negaron nuevamente por los mismos argumentos esgrimidos en la primera oportunidad.
Al dar respuesta a la demanda –fls. 63 a 68– la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó el contenido inmerso en los actos administrativos relacionados anteriormente y frente a los demás hechos expresó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “inexistencia de la obligación demandada”, “Prescripción” y “Declaratoria de otras excepciones”.
En sentencia de 3 de mayo de 2019, la funcionaria de primer grado determinó que las pensiones de vejez que se causan en el sistema general de pensiones son compatibles con la pensión de jubilación que otorgaba el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. Posteriormente declaró que la señora María Rubiela Henao Aristizábal es beneficiaria del régimen de transición dispuesto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y cumple con los requisitos establecidos en el Acuerdo 049 de 1990, motivo por el que ordenó su reconocimiento a la Administradora Colombiana de Pensiones a partir del 2 de marzo de 2011 en cuantía mensual equivalente a la suma de $706.714 y por 14 mesadas anuales.
A continuación y luego de declarar probada parcialmente la excepción de prescripción sobre las mesadas causadas con antelación al 4 de julio de 2014, condenó a la entidad accionada a reconocer y pagar por concepto de retroactivo pensional causado entre esa calenda y la fecha de la sentencia del orden de $57.799.805, autorizándosele para que descuente el porcentaje correspondiente a los aportes en salud. De la misma manera condenó a Colpensiones a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 4 de julio de 2014 y hasta que se verifique el pago total de la obligación.

Inconformes con la decisión, las partes interpusieron recurso de apelación en los siguientes términos:

El apoderado judicial de la parte actora sostuvo que en el presente caso ninguna de las mesadas causadas se encuentran cobijadas por la prescripción, por cuanto el término fue interrumpido cuando se efectuó la segunda reclamación administrativa el 19 de noviembre de 2013 la demanda fue presentada dentro de los tres años siguientes. Bajo ese entendido, no solamente se le debe conceder todo el retroactivo pensional causado desde el año 2011, sino que los intereses moratorios deben correr a partir de una fecha diferente al 4 de julio de 2014.
Por su parte la Administradora Colombiana de Pensiones argumentó que en este evento no es posible reconocer la pensión de vejez que se otorga dentro del régimen de prima media con prestación definida al ser incompatible con la prestación reconocida por el magisterio, máxime si se tiene en cuenta que en la historia laboral de la demandante se relacionan periodos de cotización efectuados por una entidad del sector público como lo es el SENA. De no salir adelante esos argumentos, pide que se disminuyan las costas en primera instancia, ya que en el proceso quedó probada la excepción de prescripción.

Al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispuso también el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURÍDICOS:

¿Son compatibles las pensiones de jubilación que se le otorgan a los docentes nacionales, nacionalizados o territoriales que prestaron sus servicios a favor del Estado Colombiano y que se vincularon antes de la vigencia de la Ley 812 de 2003 con las prestaciones que se otorgan el Sistema General de Pensiones?

De acuerdo con la respuesta al interrogante anterior, ¿Es viable estudiar si la señora María Rubiela Henao Aristizábal tiene derecho a que se le reconozca la pensión de vejez que reclama?

De tener derecho a la pensión de vejez ¿Cuál es la reclamación administrativa que debe tenerse en cuenta a efectos de contabilizar el término de prescripción?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

COMPATIBILIDAD DE LAS PENSIONES QUE SE OTORGAN POR LOS SERVICIOS PRESTADOS COMO DOCENTES A FAVOR DEL ESTADO Y LAS QUE SE CONTEMPLAN EN EL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES. 

Con la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003 –Por la cual se aprueba el Plan Nacional de Desarrollo 2003-2006-, en especial su artículo 81, el régimen pensional del Magisterio dejó de ser exceptuado y pasó a ser parte del Sistema General de Pensiones implementado por la Ley 100 de 1993, para aquellos docentes que se vincularon al sector público con posterioridad al cambio legislativo, según lo dispuso el Parágrafo Transitorio 1º, adicionado por el Art. 1º del Acto Legislativo 01 de 2005. 

No obstante, los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales que se vincularon al sector público con antelación al momento en que entró a regir la Ley 812 de 2003, siguen sujetos al régimen pensional exceptuado de que trata la Ley 91 de 1989, en virtud del cual pueden optar, previo cumplimiento de requisitos, por una pensión vitalicia de jubilación a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, las respectivas entidades territoriales o las cajas de previsión, o las entidades que hicieren sus veces, a las cuales venía vinculado dicho personal, según fuere el caso.
Estos últimos, que además ejercieron la docencia en el sector privado y efectuaron aportes al ISS con antelación y/o luego de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, y/o lo hicieron a una administradora del régimen de ahorro individual con solidaridad a partir del momento en que empezó a regir el Sistema General de Pensiones, tienen derecho a derivar también de este régimen legal la pensión de vejez, puesto que, en la hipótesis que se está desarrollando, el régimen pensional del Magisterio es un paradigma jurídico totalmente ajeno e independiente al que se acaba de hacer referencia, razón por la cual sus prestaciones, al tener una fuente autónoma, son compatibles con las que se tienen previstas en la Ley 100 de 1993. Así lo establece el inciso 2º del artículo 279 ibídem, que al tenor ilustra lo siguiente:  

“Así mismo, se exceptúa a los afiliados del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán compatibles con pensiones o cualquier clase de remuneración…” (Subrayado y negrilla fuera del texto de la norma).

EL CASO CONCRETO

El señora María Rubiela Henao Aristizábal actualmente se encuentra percibiendo pensión vitalicia de jubilación como docente territorial al servicio del Departamento del Valle del Cauca a cargo de la Caja Nacional de Previsión Social EICE o quien haga sus veces actualmente, tal y como se observa en la resolución Nº 0002460 de 9 de febrero de 2004, expedida por la referenciada CAJANAL –fls.25 a 27-.

Para reconocer esa prestación económica, la Caja Nacional de Previsión Social EICE únicamente tuvo en cuenta los 11265 días de servicios (31.29 años) prestados por la señora Henao Aristizábal como docente al servicio del Departamento del Valle del Cauca entre el 16 de septiembre de 1971 y el 30 de diciembre de 2002, sin que en él se incluyeran los servicios prestados y cotizados por ella a favor del SENA y de la Asociación Mutual Integral y que se encuentran reportados en la historia laboral allegada por la Administradora Colombiana de Pensiones –fls.86 a 90-; por lo que, tal y como se explicó precedentemente, las prestaciones que se generen con los aportes hechos al Sistema General de Pensiones, resultan compatibles con la referida pensión de jubilación, pues como surge de manera diáfana, ambas prestaciones económicas no fueron financiadas con los mismos recursos ni se sustentaron en servicios prestados a favor de los mismos empleadores.

Definido lo anterior, procederá la Sala a estudiar si la accionante cumple con los requisitos exigidos para acceder a la pensión de vejez que solicita.
Como se ve en el registro civil de nacimiento –fl.23- la señora María Rubiela Henao Aristizábal nació el 7 de febrero de 1950, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con 44 años de edad, siendo beneficiaria del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, el cual se le puede extender hasta el 31 de diciembre de 2014, pues como se aprecia en la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.86 a 90- para el 29 de julio de 2005 –fecha en que empezó a regir el Acto Legislativo 01 de 2005- ella tenía cotizadas 943.71 semanas al sistema general de pensiones.
Ahora bien, para acceder a la pensión de vejez prevista en el Acuerdo 049 de 1990, régimen pensional al que estaba afiliada la señora Henao Aristizábal antes de que empezara a regir la Ley 100 de 1993, le correspondía acreditar 55 años de edad cumplidos y tener cotizaciones correspondientes a 500 semanas dentro de los 20 años anteriores al cumplimiento de la edad o 1000 semanas en cualquier tiempo.

Los 55 años de edad los cumplió el 7 de febrero del año 2005 y si bien dentro de los 20 años anteriores no tiene cotizadas 500 semanas al sistema general de pensiones, lo cierto es que en toda su vida laboral acredita un total de 1002.86 semanas hasta el 1º de marzo de 2011, por lo que tiene derecho a que la Administradora Colombiana de Pensiones le reconozca la pensión de vejez a partir del 2 de marzo de 2011, como correctamente lo hizo la falladora de primera instancia.
Como se aprecia en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, el IBL con base en el promedio de los salarios devengados en los últimos 10 años efectivos de cotización asciende a la suma de $936.978 que al aplicarle la tasa de reemplazo del 75% por las 1002,86 semanas de cotización arrojan una mesada del orden de $702.733 a partir del 2 de marzo de 2011 y no por valor de $706.714 fijada por la a quo, teniendo derecho la accionante a percibir anualmente 14 mesadas anuales, como lo dispone el Acto Legislativo 01 de 2005.
En cuanto a la excepción de prescripción formulada por la Administradora Colombiana de Pensiones, debe tenerse en cuenta que al revisar las resoluciones Nº 3095 de 2012 –fls.34 a 35- y GNR 268033 de 25 de julio de 2014 –fls.40 a 43 y 005658 de 2009 –fl.43-, se evidencia que la señora María Rubiela Henao Aristizábal solicitó en tres oportunidades el reconocimiento de la pensión de vejez, así: i) La primera de ellas el 19 de diciembre de 2008,  la cual fue negada por medio de la resolución Nº 005658 de 27 de mayo de 2009 (fecha para la cual la accionante no tenía derecho, por cuanto no acreditaba la densidad de semanas exigidas en el Acuerdo 049 de 1990 ya que para ese momento contaba con 943.71 semanas); ii) El 16 de mayo de 2011, luego de cotizar al sistema entre el 1º de enero de 2010 y el 1º de marzo de 2011, volvió a solicitar el reconocimiento de la pensión de vejez, el cual le fue negado en la resolución Nº 3095 de 5 de junio de 2012, a pesar de ya acreditar los requisitos exigidos para acceder al derecho; y iii) El 29 de noviembre de 2013 volvió a solicitar el reconocimiento pensional, el cual fue nuevamente negado a través de la resolución GNR268033 de 25 de julio de 2014.
En un caso de similares connotaciones en el que un afiliado al sistema general de pensiones había solicitado cuatro veces el reconocimiento de la pensión de vejez, la Sala de Casación Laboral en sentencia SL815 de 21 de marzo de 2018 radicación Nº 44712 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, concluyó que la reclamación administrativa que debía tenerse en cuenta a efectos de contabilizar el término de prescripción, fue aquella en la que el afiliado ya había acreditado los requisitos para que fuera reconocida la pensión, y no las anteriores ni las posteriores, lo cual expuso de la siguiente manera:

“Para resolver la excepción de prescripción con arreglo a las disposiciones pretranscritas, debe tenerse en cuenta que el demandante ha solicitado la pensión de vejez en diferentes oportunidades, así: una en el año 2001, cuando no tenía los requisitos y le fue negada la pensión mediante Resolución No. 00449 de 2001 (Folios 36 a 37). Posteriormente, volvió a solicitarla el 22 de diciembre de 2003, ya con los requisitos cumplidos, pero la prestación le fue negada mediante Resolución No. 2733 de 2004, contra la cual interpuso el recurso de reposición y, en subsidio, de apelación (Folios 40 a 41), siendo confirmada mediante resoluciones Nos. 5647 de 26 de octubre de 2004 (Folios 44 a 46) y 019 del 10 de febrero de 2005 (Folios 205 a 206). Esta última resolución le fue notificada al demandante, en forma personal, el 15 de marzo de 2005 (Folio 206 reverso). 

Posteriormente, el 22 de abril de 2005, el demandante elevó una nueva solicitud de pensión, para lo cual allegó un certificado correspondiente al tiempo laborado en el Banco de Bogotá, entre el 5 de abril de 1957 y el 18 de julio de 1977, y el ISS, mediante Resolución No. 4186 de 14 de septiembre de 2005, negó nuevamente la prestación solicitada (Folios 51 a 52). 

El 25 de abril de 2007, el actor presentó otra solicitud de pensión, que le fue negada por Resolución No. 6443 del 16 de octubre de 2007. Contra esta decisión interpuso el recurso de apelación y la entidad confirmó dicho acto administrativo mediante Resolución No. 374 del 25 de febrero de 2008 (Folios 68 a 71).   

La demanda que dio origen al proceso fue presentada el 16 de abril de 2008 (folio 13 reverso).

Con base en el recuento acabado de realizar, estima la Sala que la actuación administrativa que debe tenerse en cuenta para efectos de estudiar la excepción de prescripción, es la iniciada con la petición elevada por el actor ante el ISS el 22 de diciembre de 2003, pues para esa data ya contaba con los requisitos para ser acreedor de la pensión de vejez.”.
Así las cosas, dando aplicación a lo dicho por la Corte, en este caso la reclamación administrativa que debe tenerse en cuenta a efectos de contabilizar el término de prescripción, fue la elevada el 16 de mayo de 2011 cuando la actora ya acreditaba los requisitos para acceder a la pensión de vejez, por lo que al habérsele notificado la resolución Nº 3095 de 2012 el 21 de agosto de 2012 –fl.35 vto-, a partir de ese momento contaba con el término improrrogable de tres años para iniciar la acción ordinaria laboral, sin embargo, como ello solo aconteció el 4 de julio de 2017 –fl.49-, todos los derechos causados con antelación a la misma calenda del año 2014 se encuentran prescritos, como acertadamente lo definió la a quo.
Conforme se ve en la siguiente tabla, la señora Henao Aristizábal tiene derecho a que se le reconozca por concepto de retroactivo pensional causado entre el 4 de julio de 2014 y el 30 de septiembre de 2019, la suma de $58.246.813, respecto de los cuales se autoriza a la Administradora Colombiana de Pensiones para que descuente el 12% correspondientes a los aportes en salud.
En cuanto a los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, al haberse erigido la negativa de la Administradora Colombiana de Pensiones en argumentos que no encontraban sustento legal ni jurisprudencial, tiene derecho la parte actora a que los mismos le sean reconocidos a partir del 4 de julio de 2014 y hasta que se verifique el pago total de la obligación, como también lo determinó correctamente el juzgado de conocimiento.

Al haber prosperado parcialmente la excepción de prescripción propuesta por la Administradora Colombiana de Pensiones, razón le asiste a la apoderada judicial de esa entidad en el sentido de que las mismas no podían ser plenas en el curso de la primera instancia, por lo que la Sala encuentra ajustado que la condena en costas en esa instancia sea a cargo de la entidad accionada en un 70%.

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100% al no haber prosperado ninguno de los puntos que fueron objeto del recurso de apelación.

En el anterior orden de ideas, se modificarán los ordinales tercero, quinto y noveno de la sentencia recurrida.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales TERCERO, QUINTO y NOVENO de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito, los cuales quedarán así:

“TERCERO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor de la señora MARÍA RUBIELA HENAO ARISTIZÁBAL la pensión de vejez a partir del 2 de marzo de 2011 en cuantía mensual equivalente a la suma de $702.733 y por 14 mesadas anuales.

QUINTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor de la demandante por concepto de retroactivo pensional causado entre el 4 de julio de 2014 y el 30 de septiembre de 2019, la suma de $58.246.813.

NOVENO. CONDENAR en costas procesales a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES en un 70% a favor de la parte actora. Para la liquidación que realice la Secretaría del Juzgado en su momento, se debe incluir la suma de $4.968.696 que corresponden a las agencias en derecho”.

SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia objeto de estudio.

TERCERO. CONDENAR en costas en esta sede a la parte actora en un 100%. 

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma el acta por las personas que han intervenido.

Los integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Magistrada
8

